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Derecho internacional y derecho constitucional 
surinamés, el Estado, los kaliña y los saramaka

Surinamese International Law and Constitutional Law,  
the State, the Kaliña and Saramaka

Enriqueta Serrano Caballero*

Lilia Johana Jacobson Loyo**

Resumen
Este artículo tiene como objeto comprender la importancia del reconocimiento de la perso-
nalidad jurídica de los pueblos indígenas y tribales y, en particular, del derecho colectivo a la 
tierra, es decir, a la propiedad comunal, de las comunidades kaliña1 y saramaka2 (Surinam). 
El derecho al acceso a la tierra comunal y a los recursos naturales es vital para las comunidades 
indígenas y tribales debido a su relevancia tanto para garantizar la preservación cultural como 
por su pertinencia para su desarrollo económico y la práctica de las ocupaciones tradicionales 
(OIT, 2019). El presente texto cierra con unas reflexiones en torno a las sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, como instrumento del derecho internacional de los 
derechos humanos, en defensa de los pueblos indígenas y tribales, en el caso de Estados multi-
culturales con deficiencias constitucionales como el Estado de Surinam, donde no se reconocen 
a las minorías étnicas y se les niega la personalidad jurídica y el acceso a la propiedad comunal.

Palabras clave: pueblos indígenas, cimarrones, sentencias, Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, Surinam.

	 *	El Colegio de San Luis. Correo electrónico: enriqueta.serrano@colsan.edu.mx
ORCID: https://orcid.org/0000-0001-7434-8569

	 **	El Colegio de San Luis. Correo electrónico: joeyjakobsson@gmail.com
ORCID: https://orcid.org/0000-0001-7431-8052

	 1	 Los kaliña son un grupo amerindio que habita en Venezuela, Brasil, Guyana, Surinam y Guyana Francesa. En 
1969, el gobierno colonial de Surinam desplazó a los kaliña para crear la Reserva Natural Galabi; posteriormente 
se asentarían cerca de la zona de Wane Kreek, zona minera en la que se extrae aluminio por la empresa ALCOA. 
En la década de 1990, el impacto de la extracción de este mineral empezó a perjudicar la vida tradicional y la 
salud de este grupo indígena, hasta la actualidad.

	 2	 Los saramaka son un grupo cimarrón matrilineal, cuyo pasado se remonta a la parte occidental y central de 
África. El desplazamiento de los saramaka comenzó en la década de 1960, con la construcción de la hidroeléc-
trica de Afobaka; posteriormente, en la década de 1980 y con el primer golpe de Estado, los cimarrones fueron 
perseguidos por el ejército obligándolos a desplazarse. En la actualidad no se encuentran, en su mayoría, viviendo 
en su territorio tradicional.

mailto:enriqueta.serrano@colsan.edu.mx
https://orcid.org/0000-0001-7434-8569
mailto:joeyjakobsson@gmail.com
https://orcid.org/0000-0001-7431-8052
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Abstract
The purpose of this paper is to describe and explain the significance of the recognition of the 
legal personality of indigenous and tribal peoples, in particular the collective right to land 
ownership, i.e. the communal property of the Kaliña and Saramaka peoples in Suriname. 
Access to communal land and natural resources are vital for indigenous peoples, due to 
their importance in ensuring cultural preservation and their relevance for their economic 
development and the practice of traditional occupations (ILO, 2019). We conclude with some 
reflections on the judgments of the Inter-American Court of Human Rights, as an instrument 
of international human rights law, in defense of indigenous and tribal peoples; in the case of 
multiculturalist States with constitutional deficiencies as in Suriname; where ethnic minorities 
are not recognized and; their legal personality and access to communal property are denied.

Keywords: Indigenous peoples, Maroons, judgments, Inter-American Court of Human 
Rights, Suriname.

Fecha de recepción: 9 de mayo de 2022.
Dictamen 1: 15 de julio de 2022.
Dictamen 2: 6 de agosto de 2022.
https://doi.org/10.21696/rcsl132420231461
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Introducción

En 2007 se adoptó la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas. En esta se enfatiza la preservación y el fortalecimiento de 
las instituciones, la cultura y las tradiciones de los pueblos indígenas, además del 
trabajo para su desarrollo de acuerdo con sus necesidades. No obstante, una de las 
problemáticas que afrontan los países para la adopción de esta Declaración tiene 
que ver con el derecho a la libre determinación de los pueblos y el control de las 
tierras y recursos naturales, ya que afectan de modo directo a dichas comunidades1 
y la relación que estas sostienen con sus territorios ancestrales.

En nuestros días aún hay algunos países que no reconocen la “personalidad 
jurídica”2 de los pueblos indígenas y/o los pueblos tribales. En el caso de América, 
solo tres no lo han hecho: Chile, cuya futura nueva Constitución incluirá el reco-
nocimiento de sus pueblos indígenas y tribales, Uruguay y Surinam.

El no reconocimiento de Surinam a sus pueblos indígenas y tribales —con 
la debida personalidad jurídica— los ha afectado en el tema del acceso a tierra 
colectiva, lo que ha provocado que se desplacen, pues se ven forzados a dejarla 
porque el Estado los despoja de ella para darle un uso mercantil y de desarrollo 
nacional. La Constitución del Estado de Surinam y su gobierno son responsables 
de administrar las tierras comunales donde se encuentran los recursos naturales, 
ya que la nación es la dueña de estos territorios, que son para uso, beneficio, goce 
y disfrute de todos los surinameses.

El no reconocimiento de la personalidad jurídica por parte de Surinam a sus 
comunidades indígenas y cimarronas3 en la Constitución y en el ordenamiento 
jurídico interno ha dado lugar a diversas controversias, ya que se ha pasado por 
alto el derecho de estos pueblos a consultas previas, libres e informadas en torno al 
asunto de la concesión de territorios a empresas mineras y madereras extranjeras, 
que les afecta de manera directa. La priorización de los intereses comerciales sobre 

	 1	 Se usarán como sinónimos pueblo(s) y comunidad(es) para comodidad de lector, ya que utilizar solo la palabra 
pueblo puede sonar repetitivo.

	 2	 Este derecho, de acuerdo con la Corte Interamericana de Derechos Humanos, trae consigo ser titular de derechos 
(capacidad de goce) y obligaciones. La violación de este reconocimiento supone desconocer en términos absolutos 
la posibilidad de ser titular de derechos y obligaciones, es decir, el “derecho al reconocimiento de la personalidad 
jurídica”. Además, la falta de reconocimiento de la personalidad jurídica lesiona la dignidad humana y su violación 
coloca al individuo en una posición vulnerable en relación con el Estado o terceros (Quintana Osuna y Serrano 
Guzmán, 2013).

	 3	 Los cimarrones son los descendientes de esclavos que lograron huir de las plantaciones coloniales en la época de 
la esclavitud y crearon asentamientos propios en lugares ocultos y apartados de los colonos.

https://doi.org/10.21696/rcsl132420231461
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los intereses de la población nativa amenaza los derechos territoriales indígenas en 
toda América y en el resto del mundo.

Las empresas extractivistas en Surinam son, en su mayoría, multinacionales 
extranjeras. El problema con la decisión de abrirse al capital extranjero para extraer 
minerales y maderas fue que no se consultó tal apertura y extracción con los pue-
blos indígenas y cimarrones, por lo que hasta el día de hoy se han visto forzados 
a desplazarse del sitio. Esto involucra muchos factores, entre estos, la industria 
metalúrgica y el procesamiento de sus desechos; el mercurio que esta utiliza para la 
separación de metales queda en los ríos, que son ocupados por los pueblos cercanos, 
lo cual les ha ocasionado enfermedades. Otro factor destacable es que muchas de 
las minas se encuentran en el territorio donde habitan los indígenas y cimarrones, 
lo que también ha provocado el desplazamiento de estos. Además, como elemen-
tos que han propiciado los desplazamientos forzados, debe considerarse el uso de 
maquinaria pesada y la desaparición paulatina de flora y fauna a consecuencia de 
los trabajos de extracción, más la ocupación del territorio por parte de las multi-
nacionales (Joshi, 2015).

Por los factores antes mencionados, tales como concesiones de territorio, 
explotación minera y maderera, etcétera, la situación ha derivado en demandas 
interpuestas por los pueblos indígenas y las comunidades de cimarrones ante la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, Corte IDH) en contra 
del Estado de Surinam. En este texto se abordan solo los casos de dos pueblos: los 
kaliña y los saramaka, que ya cuentan con sentencias emitidas por esta Corte; en 
el caso del pueblo saramaka, en 2007 (Corte IDH, 2007), y en el caso del pueblo 
kaliña, en 2015 (Corte IDH, 2015). Aquí debe mencionarse que Surinam ratificó 
la competencia de la Corte IDH el 12 de noviembre de 1987 y reconoció la com-
petencia oficiosa de esta a partir de esa misma fecha.

El objetivo de la investigación es indagar acerca del reconocimiento de los pue-
blos indígenas y tribales en Surinam, en particular en lo relativo al derecho a la 
tierra —propiedad colectiva de estos grupos indígenas y cimarrones—, para com-
prender la manera en que el Estado surinamés ha propiciado los desplazamientos 
de estos, a fin de entender la transcendencia que tiene que Surinam no reconozca 
en su legislación interna la personalidad jurídica de dichos grupos. En la esfera 
internacional, el gobierno de Surinam no ha ratificado la Convención 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo sobre los pueblos indígenas y tribales. 
Por ende, Surinam no reconoce el derecho a la propiedad comunal de los pueblos 
kaliña y saramaka, tan importante para el desarrollo y la supervivencia de estos.

https://doi.org/10.21696/rcsl132420231461
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El Ius Constitutionale Commun, como alternativa para garantizar el derecho 
constitucional e internacional en Surinam, se construye a partir de la perspectiva 
del derecho internacional y del Ius Constitutionale Commune en América Latina. 
Asimismo, un documento específico en la materia es la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho de los Pueblos Indígenas (2007). Estos elementos se con-
sideran idóneos para abordar la temática de los derechos humanos y, sobre todo, el 
derecho a la tierra de los pueblos kaliña y saramaka.

Metodología

Esta investigación cualitativa, descriptiva y explicativa, que utiliza el método de 
estudio de caso, parte de una aproximación analítica interpretativa basada en 
técnicas de investigación documentales, que toma como referencia principal las 
sentencias emitidas por la Corte IDH en los casos de los pueblos saramaka (2007) 
y kaliña, (2015), así como la Constitución de la República de Surinam (1987) y otro 
conjunto de normas como el Decreto de Emisión de Tierras de Surinam (1982). Se 
analizarán también los acuerdos en favor de los derechos humanos y derechos de 
los pueblos indígenas a fin de indagar sobre los derechos territoriales de las comu-
nidades indígenas y tribales en Surinam. Adicionalmente, se revisarán los informes 
disponibles de cumplimiento de las sentencias, documentos acerca de la jurisdicción 
y literatura especializada. Asimismo, se mencionarán datos de otras organizaciones 
internacionales que nos ayudarán a visualizar el impacto del no reconocimiento de 
los pueblos kaliña y saramaka en Surinam como entidades jurídicas.

El artículo consta de cinco apartados bien diferenciados y unas consideracio-
nes finales. El primero de ellos es esta introducción. En el segundo se abordan los 
principales tratados del sistema universal que contribuyen al reconocimiento y a la 
protección de los derechos de los pueblos indígenas y tribales, presentando diferentes 
posturas a partir de los actores sociales y políticos involucrados, desde marcos nor-
mativos superpuestos. Por ello, el derecho internacional de los derechos humanos 
se plantea como un instrumento de apoyo a los pueblos indígenas y tribales. Entre 
los instrumentos que ayudan al derecho internacional en materia de derechos 
humanos está la Declaración Universal de Derechos Humanos (ONU, 1948), la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
(ONU, 2007) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ONU, 1966), 
los Convenios 107 (OIT, 1957) y 169 (OIT, 1989) de la Organización Internacional 

https://doi.org/10.21696/rcsl132420231461
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del Trabajo, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación Racial (ONU, 1997), la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas (ONU, 2007). Dichos instrumentos brindan 
apoyo a los pueblos indígenas y tribales cimarrones en la lucha por la supervivencia 
física y cultural frente a los proyectos de desarrollo económico que se les imponen.

El segundo apartado cuenta con dos subapartados. En el primero de ellos se abor-
da el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, enfatizando los principales 
instrumentos legales interamericanos que incluyen disposiciones relacionadas con 
la temática indígena como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre (OEA, 1948), la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(1969) y los emanados de la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos y 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH). El segundo subapar-
tado tiene como objetivo describir y analizar el sistema normativo surinamés y su 
legislación, en particular la Constitución de la República de Surinam de 1987, en la 
que aún no se reconocen como entidades jurídicas a los pueblos indígenas y tribales.

En el tercer apartado se habla sobre la estructura de ambos pueblos y se analiza 
la jerarquización y la repartición de tierras de estas comunidades. En el cuarto 
apartado se aborda de manera sucinta el Ius Constitutionale Commune en América 
Latina retomando las sentencias de la Corte IDH en los casos del pueblo kaliña 
(Corte IDH, 2015) y del pueblo saramaka (Corte IDH, 2007). Acto seguido, se 
reflexiona acerca del derecho internacional de los derechos humanos y los dife-
rentes mecanismos de este que han ayudado a los miembros de los pueblos kaliña 
y saramaka de Surinam a tener derecho a la propiedad comunal de la tierra y a la 
consulta, pese a que en la legislación interna de Surinam y en su Constitución 
(1987) no se reconoce el derecho a la propiedad comunal de los pueblos indígenas 
y tribales surinameses, ya que esta República no ha ratificado los Convenios 107 
y 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT, 1957; OIT, 1989). En el 
último apartado se exponen las conclusiones.

El derecho internacional: instrumentos normativos 
generales para apoyar a los pueblos indígenas y tribales

El derecho internacional garantiza y promueve los derechos de los pueblos indígenas 
con respecto a las tierras tradicionales, el reconocimiento, la preservación cultural y 
la seguridad humana por medio de reglas, normas y escenarios. Hay declaraciones 

https://doi.org/10.21696/rcsl132420231461
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aprobadas por las Naciones Unidas que a pesar de que no son vinculantes son re-
conocidas por los Estados, y reciben tanto apoyo que sus principios son aceptados 
como derecho internacional consuetudinario y/o de “principios generales recono-
cidos por las naciones civilizadas” (Anaya, 2009, pp. 79-82, 124-125). Dos de estas 
declaraciones —de principios generales fundamentados en el derecho internacional 
consuetudinario— reconocidas por tribunales internacionales y nacionales son la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
(ONU, 2007) y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
(1948) (Lillich et al., 2006, pp. 129-139, 227-232).

Los derechos de los pueblos indígenas como sujetos colectivos también han 
sido reconocidos en otros instrumentos de referencia (declaraciones, tratados 
y convenios) del derecho internacional, además de los ya mencionados como el 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo; en alguna medida, 
el Convenio sobre la Diversidad Biológica de Naciones Unidas (ONU, 1992), y 
numerosas sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (desde 
2001) y diferentes pronunciamientos de los principales comités de control de 
los grandes tratados de derechos humanos (Comité del Pacto de Control de los 
Derechos Civiles y Políticos, Comité del Pacto de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial y Comité 
de los Derechos del Niño).

Los principios sobre los que se asienta este corpus jurídico especializado son 
el de no discriminación, el de preservación de la diversidad que representan estos 
pueblos y el de la libre autodeterminación de estos.4 Los derechos de los pueblos 
indígenas pueden clasificarse en: de carácter político, de carácter territorial-
medioambiental, de carácter jurídico, de carácter económico y sociocultural y de 
carácter participativo.

Así, una gran variedad de tratados, convenciones y declaraciones internacionales 
apoyan a los pueblos indígenas en su lucha por su preservación y supervivencia física 
y cultural frente a los proyectos de desarrollo económico que se les han impuesto 
y que amenazan la sostenibilidad ambiental. Los tratados y convenciones inter-
nacionales son vinculantes para los países signatarios y posiblemente también se 
consideren parte del derecho internacional consuetudinario o “principios generales” 
reconocidos (Anaya, 2009, pp. 143-144, 128-129).

	 4	 Son los límites lógicos de un derecho internacional básicamente interestatal, y que, para el caso concreto, impiden 
que los pueblos indígenas, en el ejercicio de su libre determinación, puedan modificar las fronteras de los estados 
en los que habitan.

https://doi.org/10.21696/rcsl132420231461
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El Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas estableció en 1982 el 
Grupo de Trabajo sobre las Poblaciones Indígenas, que debía elaborar normas 
para la protección de los derechos indígenas (ONU, 2007). En ese mismo año 
se adoptó la Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, pero esta 
no era vinculante. A pesar de ello, no debe pasarse por alto una de las primeras 
referencias al reconocimiento y la protección de los pueblos indígenas, tribales y 
semitribales de la Organización Internacional del Trabajo: el Convenio 107 “Sobre 
la Protección e Integración de las Poblaciones Indígenas y otras Poblaciones Tribales 
y Semitribales en los Países Independientes”, de 1957. Posteriormente, en 1989 se 
instituiría el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo “Sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales”. Ambos documentos proporcionan definiciones de 
pueblos indígenas y tribales y semitribales. Además, reconocen que el entorno en el 
que cohabitan estos pueblos les impide beneficiarse plenamente de estos derechos 
y oportunidades, que disfruta el resto de integrantes de la población. Estos instru-
mentos jurídicos poseen valor vinculante. Aquí cabe mencionar que el Convenio 
169 de la Organización Internacional del Trabajo “fue el primer instrumento 
internacional que asumió conceptos básicos de derechos colectivos como son: 
el de pueblo indígena, derecho consuetudinario, tierras y territorios ancestrales, 
participación y consulta”, entre otros (Colmenares, 2015, p. 37).

Según el segundo inciso del artículo 1.1 de dicho Convenio 169, son pueblos 
indígenas aquellos colectivos que se autoidentifican como descendientes “de pobla-
ciones que habitaban en el país o en una región geográfica a la que pertenece el país 
en la época de la conquista o la colonización o del establecimiento de las actuales 
fronteras estatales” y que “conservan todas sus propias instituciones sociales, econó-
micas, culturales y políticas, o parte de ellas”, independientemente de la situación 
jurídica de tales colectivos (OIT, 1989, p. 20). Los pueblos tribales son definidos 
en el primer inciso del artículo 1.1 del mismo Convenio como aquellos colectivos 
“cuyas condiciones sociales, culturales y económicas les distingan de otros sectores 
de la colectividad nacional, y que estén regidos total o parcialmente por sus propias 
costumbres o tradiciones o por una legislación especial” (OIT, 1989, pp. 19-20).

El reconocimiento de subsistemas de derecho indígena al interior de los países 
también es parte del propio derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica 
de los pueblos indígenas. En este sentido, es necesario conocer en qué se basan, 
qué son y cómo se definen los sistemas jurídicos propios de cada pueblo. Está 
reconocido que “los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su 
propia relación espiritual con las tierras, territorios, aguas, mares costeros y otros 
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recursos que tradicionalmente han poseído u ocupado y utilizado y a asumir las 
responsabilidades que a ese respecto les incumben para con las generaciones veni-
deras” (ONU, 2007, art. 25, p. 10), y que “tienen derecho a las tierras, territorios 
y recursos que tradicionalmente han poseído, ocupado o utilizado o adquirido” 
(ONU, 2007, art. 26, p. 10). Para ello, “los Estados asegurarán el reconocimiento y 
la protección jurídicos de esas tierras, territorios y recursos. Dicho reconocimiento 
respetará debidamente las costumbres, las tradiciones y los sistemas de tenencia 
de la tierra de los pueblos indígenas de que se trate” (ONU, 2007, art. 26, p. 10).

Estos derechos nacen gracias a que los pueblos indígenas del mundo han hecho 
valer el reconocimiento de su identidad, costumbres, tradiciones y derechos. Se 
deben también a que generalmente han sido de los grupos más vulnerados y mar-
ginados, por lo que la comunidad internacional ha reconocido derechos especiales 
para estos pueblos (ONU, 2007). Con esto no se trata de darle más libertades y 
derechos a un grupo de la sociedad, sino de situarse en el medio, en donde haya un 
punto de equilibro e igualdad para todas las personas, con independencia de raza, 
sexo o cualquier otro criterio que pueda generar discriminación. Al fin y al cabo, 
los tratados y las declaraciones internacionales deben beneficiar siempre a todas 
las personas, y los encargados de velar por estos derechos humanos son los garantes 
que firmaron estos documentos, con lo cual adquirieron el papel de responsables.

En el caso de Surinam, al estar dentro de la Organización de las Naciones Unidas 
y haber firmado tratados internacionales en materia de derechos humanos, tiene 
que velar por los derechos de los pueblos indígenas y tribales (Higgins, 2019, p. 
130). Además, Surinam ratificó otros instrumentos normativos internacionales 
como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (ONU, 
1966a)5 y el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (ONU, 1966b), 
que desarrollan el contenido de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
y son vinculantes para aquellos Estados que los han suscrito. Surinam ratificó 
ambos tratados el 28 de diciembre de 1976, por lo tanto, estos le son vinculantes.

Además de estos tratados, Surinam ha ratificado varios convenios, tratados y 
declaraciones internacionales sobre la protección del medio ambiente, en los que 
se compromete a respetar los derechos de los pueblos indígenas. Entre ellos está 
el Convenio sobre la Diversidad Biológica (ratificado en 1996), la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial 
(ratificado en 1984) y la Convención Americana de Derechos Humanos (ratificada 

	 5	 Ratificado por Surinam el 28 de diciembre de 1976. 
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en 1986). Hay que señalar que, al ratificar esta última Convención, Surinam tam-
bién aceptó la jurisdicción de la Corte IDH. 

En la misma línea, Surinam, además de formar parte del Sistema de la 
Organización de las Naciones Unidas, desde 1987 aceptó la competencia y, por lo 
tanto, la jurisdicción de la Corte IDH, con lo que es parte de un sistema que tiene 
por objetivo la exigibilidad y justiciabilidad de los derechos humanos.

El sistema de derechos humanos de la Organización de Estados Americanos: 
participación en la protección de los pueblos indígenas
La Organización de Estados Americanos incluye dos instituciones principales 
diseñadas para la protección y la promoción de los derechos humanos: la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Dicha Comisión tiene como objetivo promover el respeto y la defensa 
de los derechos humanos (CADH, 1969, art. 41). Está facultada para recibir y ac-
tuar en lo relativo a las peticiones que aleguen hechos constitutivos de violaciones 
de las normas sustantivas incluidas en la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre (OEA, 1948) o, en los casos que se trate de Estados parte 
de la Convención Americana, de las normas de esta Convención (CADH, 1969, 
arts. 44-51). Según el artículo 44 de dicha Convención, “cualquier persona o grupo 
de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más 
Estados miembros de la organización, puede presentar a la Comisión peticiones 
que contengan denuncias o quejas de violación de esta Convención por un Estado 
parte” (CADH, 1969, p. 18).

Por estas razones, no es necesario que el reclamante sea víctima de violaciones de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos o de la Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre; las denuncias ante la Corte IDH pueden 
ser presentadas por personas, grupos y organizaciones legalmente reconocidas en al 
menos un Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos, distintos 
de las víctimas, y con o sin el conocimiento o consentimiento de estas. Hay que 
señalar que la Comisión no tiene capacidad para atender peticiones relativas a per-
sonas jurídicas, con la excepción de los pueblos indígenas y los sindicatos que tienen 
acceso a los recursos del Sistema Interamericano (Corte IDH, 2016, párr. 71 y ss.).

Hay que señalar que la competencia de la Corte IDH es más limitada que la 
de la Comisión; solo puede conocer de casos en los que el Estado ha ratificado 
la Convención Americana y ha aceptado la jurisdicción (opcional) de la Corte 
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(CADH, 1969, art. 63). Asimismo, solo los Estados parte y la Comisión tienen 
derecho a presentar un caso ante la Corte dentro de los tres meses siguientes a la 
publicación del informe de la Comisión (CADH, 1969, arts. 51.1. y 61).

Dentro del Sistema de Derechos Humanos de la Organización de los Estados 
Americanos, las disposiciones en las que se podrían basar las denuncias de violacio-
nes de los derechos específicos de los pueblos indígenas no están establecidas con 
claridad. Ni la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (de 
1948) ni la Convención Americana sobre Derechos Humanos (que entró en vigor 
en 1978) contienen disposiciones que hagan referencia a los pueblos indígenas o 
sus derechos específicos.

La jurisdicción de la Corte IDH comprende todos los casos relativos a la inter-
pretación y la aplicación de las disposiciones de la Convención Americana sobre los 
Derechos Humanos. Las peticiones a la Comisión Americana acerca de situaciones 
sobre la supervivencia física o cultural de los pueblos indígenas deben basarse en ar-
tículos de la Declaración tales como el artículo XI, sobre el derecho de toda persona 
“a la preservación de su salud por medio de medidas sanitarias y sociales relativas a 
la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia médica” y el artículo XXIII, 
sobre el “derecho a la propiedad privada que satisfaga las necesidades esenciales de 
una vida decorosa y contribuya a mantener la dignidad de la persona y del hogar”, 
o en disposiciones de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos 
como el artículo 4, “Derecho a la vida”; el artículo 8, “Derecho a un juicio justo”; el  
artículo 10, “Derecho a la indemnización”; el artículo 15, “Derecho de reunión”; 
el artículo 21, “Derecho a la propiedad”; el artículo 24, “Derecho a la igualdad de 
protección” y el artículo 25, “Derecho a la protección judicial”.

La Convención Americana sobre los Derechos Humanos y la Corte IDH uti-
lizan el artículo 29 de esta misma Convención como herramienta para ampliar 
sus mandatos e invocar tratados y otras fuentes ajenas al Sistema Interamericano 
como el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales (OIT, 1989) y la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas (que entró en vigor en 2007). En el caso del 
pueblo saramaka, la Corte se refirió a elementos de la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas como si estos hubieran adqui-
rido la condición de costumbre internacional, con lo cual apoya la interpretación 
de las normas jurídicas internacionales.

En razón al derecho a la libre determinación de los pueblos indígenas y tribales, 
según lo establecido en el artículo 1° del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
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y Políticos (ONU, 1966b), los pueblos podrán “proveer a su desarrollo económico, 
social y cultural” y “disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales” para 
que no se les prive de “sus propios medios de subsistencia” (Corte IDH, 2007, p. 29).

A pesar de que la Corte no define a los pueblos indígenas ni a los pueblos tribales 
y de que no introduce la diferencia entre ambos, encontró un escenario común 
para aplicar al pueblo tribal saramaka la jurisprudencia del tribunal en materia 
del derecho de propiedad en los pueblos indígenas. De este modo, en el caso del 
pueblo saramaka, la Corte IDH enunció que la jurisprudencia existente relativa a 
los pueblos indígenas “también es aplicable a los pueblos tribales”.

[…] se debe considerar a los miembros del pueblo Saramaka como una comunidad tribal 
y que la jurisprudencia de la Corte respecto del derecho de propiedad de los pueblos 
indígenas también es aplicable a los pueblos tribales dado que comparten características 
sociales, culturales y económicas distintivas, incluyendo la relación especial con sus terri-
torios ancestrales, que requiere medidas especiales conforme al derecho internacional de 
los derechos humanos a fin de garantizar la supervivencia física y cultural de dicho pueblo 
(Corte IDH, 2007, párr. 86).

La Corte IDH utilizó los criterios establecidos en el artículo 1º del Convenio 169 de 
la Organización Internacional del Trabajo, que establece que los derechos en él reco-
nocidos son aplicables a pueblos tanto indígenas como tribales, aunque Surinam no 
era parte de los Convenios 107 y 169 de la Organización Internacional del Trabajo, 
y no los ha ratificado. Esto último ha contribuido a la vulneración de los derechos de 
estas comunidades indígenas y tribales y a la violación de los derechos que forman 
parte del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y del derecho internacio-
nal en general, por lo que se les ha obligado a desplazarse de sus tierras ancestrales.

Aquí cabe reiterar que los principios establecidos para el reconocimiento de los 
derechos indígenas son parte del derecho internacional, pues estos ya se encuen-
tran fundados dentro de organismos y tratados internacionales, tanto del Sistema 
de la Organización de las Naciones Unidas como del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos (ACNUDH, 2011, p. 15). Por lo tanto, aunque un Estado no 
ratifique algún convenio o tratado relacionado con los derechos de los pueblos 
indígenas, tiene que velar por tales derechos.

Surinam ha violado los derechos humanos de sus pueblos indígenas y cimarrones, 
como se evidencia en las sentencias de la Corte IDH de los casos kaliña y saramaka. 
El problema con los pueblos kaliña y saramaka y el Estado surinamés es que cada 
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uno dice ser dueño del territorio donde habitan estos pueblos. El Estado, en su 
posición de poder, cuando ha necesitado hacer obras de desarrollo y/u ocupar estos 
territorios para uso mercantil, ha despojado de la tierra a los grupos indígenas y 
tribales, que se han visto obligados a desplazarse (Corte IDH, 2007, p. 4). Esto ha 
provocado que los afectados acudan a instancias internacionales como la Corte 
IDH para que medien en el problema.

Dentro del derecho internacional de los derechos humanos se encuentra la 
Organización de las Naciones Unidas y todas las organizaciones internaciones 
y comisiones que emanan de ella, pero hay algunas específicas que atienden los 
problemas de los pueblos indígenas y tribales.

La Constitución de Surinam y el no reconocimiento de sus grupos indígenas 
y tribales como entidades jurídicas
Retomando el tema de las demandas interpuestas por los grupos indígenas y tri-
bales de Surinam ante la Corte IDH y el derecho a la tierra de los pueblos kaliña 
y saramaka, debe señalarse que, para tratar este asunto, es importante entender la 
postura del Estado de Surinam y la forma en que concibe su territorio, lo cual se 
explica en su Constitución (1987, modificada en 1992) y en su Decreto de Emisión 
de Tierras (1982). La Constitución no hace referencia a los pueblos indígenas y 
cimarrones, es decir, Surinam no los reconoce con personalidad jurídica propia, 
sino únicamente como individuos. Esta ausencia de reconocimiento ha provocado 
muchos problemas, ya que estos grupos se ven como una colectividad-comunidad, 
y al no reconocerles personalidad jurídica propia se está sesgando su identidad.

No obstante, la Constitución de Surinam, en su artículo 8, proclama el prin-
cipio de igualdad, que prohíbe la discriminación por motivos de origen étnico o 
cualquier otra condición. Los derechos de propiedad intelectual, que incluyen los 
conocimientos tradicionales indígenas y cimarrones, aún no están protegidos por 
la legislación de Surinam. Teniendo esto claro, el artículo 34 de esta Constitución 
es el primero en ella que refiere la propiedad, en los siguientes términos:

1.	 La propiedad, tanto de la comunidad como del individuo, cumple una 
función social. Todo el mundo tiene derecho al disfrute sin molestias de su 
propiedad, sujeto a las restricciones impuestas por la ley resultado.

2.	 La expropiación solo puede tener lugar en interés público según las normas 
que establezca la ley y sin previo aviso, con indemnización asegurada.
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3.	 No es necesario asegurar la indemnización por adelantado si, en caso de 
emergencia, se requiere la expropiación.

4.	 En los casos que determine o de conformidad con la ley, existe derecho a in-
demnización si en general la propiedad de interés por la autoridad competente 
es destruida o inutilizable o en el ejercicio de esta el derecho de propiedad 
es limitado (Constitución Política de la República de Surinam, 1987, p. 8).

Si bien este artículo establece que todo surinamés tiene derecho a poseer una 
propiedad sin molestia alguna, menciona también que se puede expropiar dicha 
propiedad si hay un interés público de por medio, con una indemnización por tal 
acto. El problema real es que los pueblos indígenas no han recibido ninguna com-
pensación, ni siquiera la marcada en la resolución de la Corte IDH (IWGIA, 2021, 
párr. 7), a causa de que el artículo 41 de la Constitución de Surinam estipula que:

Los recursos naturales son propiedad de la nación y deben utilizarse para el desarrollo eco-
nómico, social y cultural. La nación tiene el derecho inalienable de tomar plena posesión de 
los recursos naturales para utilizarlos en beneficio del desarrollo económico, social y cultural 
de Surinam (1987, art. 41, p. 11).

Para el Estado, los recursos naturales son propiedad de él. En el caso de comunidades 
cimarronas e indígenas como los saramaka y kaliña, que viven en zonas donde hay 
innumerables recursos naturales, tales como bauxita,6 oro y maderas, esta posesión 
ha provocado que el Estado otorgue o rente esas tierras a inversores y empresarios 
para el desarrollo de actividades extractivistas (IWGIA, 2020, párr. 8) provocando 
el desplazamiento de estas comunidades.

Si bien el segundo inciso del artículo 8.2 de la Declaración de la Organización 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas dice que “los 
Estados establecerán mecanismos eficaces para la prevención y el resarcimiento 
de […] todo acto que tenga por objeto o consecuencia desposeerlos de sus tierras, 
territorios o recursos” (ONU, 2007, p. 5), esto no se ha llevado a la práctica, porque 
el Estado no considera que estas comunidades indígenas y tribales sean las dueñas 
de las tierras, pues no hay un título o contrato de por medio debido a que los 
pueblos indígenas no pueden firmar un acuerdo de renta o propiedad, ya que en 
su cosmovisión y su identidad pertenecen a un colectivo, no a una individualidad. 

	 6	 Bauxita es una piedra de la que se extrae el aluminio.
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El Estado solo hace este tipo de acuerdos con ciudadanos de manera individual o 
con sociedades mercantiles, entidades societarias o fundaciones, con lo que no se 
reconoce a los grupos indígenas. A continuación, se muestra la postura del Estado 
en el Decreto de Emisión de Tierras Estatales de Surinam.

Los derechos al dominio sobre la tierra, a que se refiere el artículo 6 párrafos 1 y 2 del Decreto 
de Principios de la Política de Tierras (S.B. 1982 No. 10, modificado por la S.B. 1983 No. 
103), solo pueden transferirse a:

a. Surinameses que residen en Surinam.
b. Sociedades mercantiles, entidades societarias que posean personalidad jurídica 
y fundaciones, siempre que estén establecidas conforme a las leyes de Surinam y 
estén establecidas en Surinam (Decreto de Emisión de Tierras Estatales de Surinam, 
1982, p. 1).

Asimismo, aún no están protegidos por la legislación de Surinam los derechos de 
propiedad intelectual, en la que deben incluirse los conocimientos tradicionales 
indígenas y cimarrones. Los líderes tribales tradicionales y los jefes de aldea de las 
comunidades indígena y cimarrona son, como grupo, denominados “autoridades 
tradicionales”.

Según el Decreto Estatal sobre la Descripción de los Puestos de Trabajo de los 
Departamentos (Staatsbesluit Taakomschrijving Departementen, 1991, modifica-
do en 2005), el Ministerio de Desarrollo Regional es el que tiene asignada la tarea 
de “mantener las relaciones del gobierno central con las autoridades tradicionales y 
los habitantes del interior”. A pesar de ello, desde el punto de vista jurídico, las au-
toridades tradicionales no dependen de ningún ministerio u oficina gubernamental 
en particular, sino que funcionan como una entidad independiente. Las autoridades 
tradicionales reciben honorarios públicos y, por lo tanto, son responsables ante el 
gobierno nacional, a pesar de que el marco jurídico nacional no define los derechos, 
las funciones y las obligaciones de las autoridades tradicionales.

Hay que señalar que en los artículos 52 al 54 de la Constitución de Surinam se 
describe la organización y la estructura del Estado, pero en estos no se hace ningu-
na alusión a las autoridades tradicionales ni a las funciones y responsabilidades de 
estas. Esta omisión crea gran confusión sobre el responsable de la administración 
en los asuntos comunitarios cotidianos, ya que al gobierno local le corresponde por 
ley representar los intereses locales de los habitantes de los distintos Distritos en el 
ámbito nacional. Cada Distrito está dirigido por un comisario de Distrito, que es 
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nombrado por el gobierno y depende del Ministerio de Desarrollo Regional. En la 
esfera local, el comisario de Distrito cuenta con el apoyo de una plantilla de gestores 
gubernamentales (bestuursopzichters) y gestores gubernamentales adjuntos designados 
(onder bestuursopzichters). Cada comisario de Distrito recibe el apoyo de un Consejo 
Consultivo, compuesto por funcionarios elegidos en el nivel de distrito miembros del 
Consejo del Distrito, y en el nivel de estación, por miembros del Consejo de Estación. 
La Ley de Órganos Regionales (1989, modificada por última vez en 2002) regula el 
poder y los procedimientos para el funcionamiento de estos órganos representativos.

En la práctica, los funcionarios del gobierno nacional tratan a las autoridades 
tradicionales como líderes de facto de las aldeas y las tribus, ya que no están reco-
nocidas legalmente, a pesar de tener cierta autoridad (poder real) en asuntos locales 
—tales como delitos menores—, ni existe una política gubernamental nacional 
coherente y transparente respecto a los líderes tradicionales. En consecuencia, no 
disponen de presupuesto, por lo que dependen del gobierno nacional para invertir 
en infraestructura, escuelas, atención médica, etcétera.

Las autoridades tradicionales indígenas y cimarronas establecen comunica-
ción con el gobierno surinamés a través del comisario del Distrito; aunque no es 
extraño que las máximas autoridades tribales se dirijan en persona al ministro de 
Desarrollo Regional o aun al presidente. Como ya se ha dicho, los pueblos indígenas 
y cimarrones en Surinan carecen de personalidad jurídica, por lo que no se les han 
reconocido los derechos inalienables sobre las tierras en las que tradicionalmente 
viven y utilizan su subsistema, que consideran su territorio consuetudinario. Estos 
pueblos indígenas están representados ante las autoridades por diferentes organi-
zaciones como la Asociación de Líderes de Aldeas Indígenas de Surinam (VIDS) 
y la Asociación de Autoridades Tradicionales Saramaka (VSD).

Derecho consuetudinario de los kaliña y saramaka 
respecto al uso del territorio

Las normas de derecho consuetudinario definen el acceso y el control de la tierra entre 
y dentro de los pueblos indígenas y sociedades cimarronas. Los pueblos indígenas y 
tribales han contendido por su reconocimiento a la tenencia de tierras, con las que, 
como ya se ha mencionado, tienen una estrecha relación, pues con sus tierras ances-
trales guardan una conexión cosmogónica, religiosa y hasta política. Sus territorios 
comprenden no solo la zona que habitan, sino también las zonas que representan 
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una importancia para sus ritos, mitos y ceremonias. Sus tierras son sagradas, como 
lo refirieron los kaliña en la sentencia de la Corte IDH (2015). En esta mencionaron, 
además, su relación espiritual con los ríos, los árboles y los animales autóctonos de 
la región, lo cual les da su identidad cultural (Corte IDH, 2015, p. 15).

Por otro lado, las sociedades de parentesco del interior han mantenido gran 
autonomía cultural, socioeconómica y política con respecto del Estado-nación. En 
Surinam, los grupos indígenas y cimarrones mantienen las estructuras políticas 
tradicionales, en las que, a través de la cultura de las comunidades kaliña y saramaka, 
se advierte con claridad cómo los estatutos jurídicos tradicionales que contemplan 
su relación con la tierra siguen rigiendo el comportamiento y la posición de los 
individuos, las familias, los clanes, las comunidades y grupos tribales. Pese a dichas 
estructuras, se mantiene en la opacidad esta forma de relación con la tierra, que no 
logra expresarse de modo adecuado en la categoría del derecho de propiedad, ni en sus 
atributos, ni en su conceptualización objetiva de la tierra como elemento del Estado.

Estos hechos no implican que no exista una relación de poder en la relación 
normativa de los kaliña y saramaka con el entorno natural circundante. El poder 
no se limita a una manera de ejercicio unilateral como forma de dominación sobre 
la naturaleza, sino que se extiende hacia una concepción de fuerzas que interactúan 
entre sí. En este sentido, no solo las sociedades de los kaliña y los saramaka obran 
sobre la naturaleza, sino que las fuerzas de la naturaleza obran también sobre ella. 
De este modo, en estas sociedades, las formas de poder operan por la mediación 
simbólica de las fuerzas naturales. La identidad de estos pueblos depende de esta ex-
periencia con la tierra. Esto es relevante, pues “implica que consagrar jurídicamente 
el derecho a la identidad de los pueblos indígenas [y tribales] es una fórmula vacía 
si no se protege su derecho al territorio como contexto material donde la cultura 
encuentra su eficacia simbólica” (Balbontin-Gallo, 2021, p. 71). Así, los pueblos 
kaliña y saramaka se rigen por normas indígenas y tribales consuetudinarias en 
virtud de las cuales se mantiene una jerarquización que determina el reparto de 
las tierras y el uso de los recursos naturales.

Organización política y administración del uso de la tierra y de los recursos 
entre las comunidades kaliña y saramaka
En Surinam, la organización política de los pueblos cimarrones se divide en varios 
clanes, y es el Hombre Gaan7 quien decide las fronteras políticas. En los pueblos 

	 7	 Líder o jefe supremo.
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indígenas, solo el grupo trió está encabezado por un jefe supremo reconocido por el 
gobierno. Los líderes indígenas de Apetina, Tepu y Kawemhaka son nombrados lo-
calmente como jefes (stamhoofd). Los jefes son asistidos por el consejo de ancianos: 
jefe de clan, jefe principal de la aldea y los kapiteins. Muchos de los pueblos tienen 
dos o tres kapiteins. Los Hombre Gaan y los jefes de la aldea (hoofd-kapiteins) son 
asistidos por las basias o bassia, que son los asistentes administrativos; normalmente 
hay dos basias masculinas y dos femeninas por un kapitein (Republic of Suriname, 
2019, p. 11). Los líderes tradicionales son designados localmente, tras una consulta 
espiritual y según las reglas tradicionales de descendencia.

La estructura social de las comunidades indígenas es más diversa; están organi-
zadas en torno al parentesco, el sexo y la residencia. Las aldeas de los lokono y los 
kaliña se entremezclan en la zona costera. Estas aldeas están compuestas por grupos 
extensos basados en el parentesco. Los miembros de un grupo no suelen vivir en 
la aldea perteneciente al otro grupo, pero utilizan las mismas áreas generales de 
vida y de uso. El informe de 2006 de la Comisión de Derechos de Tierra de los 
Indígenas del Bajo Marowijne sugiere que los lokono y los kaliña consideran sus 
áreas de vida y de uso como una sola entidad, con una historia y tradiciones cultu-
rales compartidas y prácticas comunes de uso y gestión de la tierra (CLIM, 2006).

En el caso de los kaliña, Magaña (1988) señala que son grupos uxorilocales, en 
los que la organización política gira en torno al suegro o jefe de la unidad domés-
tica. Las actividades de supervivencia y subsistencia se determinan por la división 
sexual, en razón de la cual las mujeres se ocupan de la agricultura. Por su parte, la 
organización política de los cimarrones se basa en clanes matrilineales (lö); cada 
clan tiene un linaje (bëë), y estos linajes se dividen, a su vez, en segmentos (pisi) 
(Jacobson, 2022, pp. 36-37).

En las comunidades cimarronas, el sistema de tenencia de la tierra (acceso a esta) 
es muy estricto y jerárquico, y se organiza en cada clan. Los clanes son las entidades 
primarias de las tierras en la sociedad saramaka. Las tierras de los clanes se repar-
ten entre los grupos familiares que los componen; se asignan trozos a sus distintos 
miembros. “Cada lö [o clan matrilineal] es autónomo y es quien asigna los derechos 
de la tierra y los recursos entre los bëë (grupos familiares extendidos) y sus miembros 
individuales de conformidad con la ley consuetudinaria Saramaka” (Corte IDH, 
2007, p. 31). El lö es el de mayor linaje, descendiente de la Madre original. Los bëë 
son grupos políticos delimitados en alrededor de cien personas. Para pertenecer a 
un bëë es necesario formar parte del mismo grupo matrilineal. Los bëë son dueños 
de las tierras de manera colectiva, pues son descendientes de los fundadores y son los 
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que tienen los cargos públicos. Por último, los pisi son de un linaje genético menos 
profundo, pues son pisi quienes se casan con personas de otro clan, emigran a otras 
aldeas, etcétera, lo que provoca nuevos matrisegmentos (Green, 1977, pp. 139-141).

Los miembros de un lö están autorizados a cazar o a recolectar productos forestales 
para su propio consumo en la zona reclamada por otro lö. Se necesita un permiso 
oficial si se extraen cantidades mayores o se realiza un uso extensivo de la tierra. Los 
pequeños terrenos para visitantes externos temporales suelen concederse después de 
una reunión en la aldea. En las comunidades indígenas, los acuerdos relativos al acceso 
a la tierra y los derechos de propiedad de la tierra son mucho más flexibles; al parecer, 
no trazan límites claros entre sus respectivas zonas (ACT, 2010). Los miembros de 
los distintos grupos viven, viajan y utilizan los recursos en la zona de los demás.

Mientras Surinam ha negado a sus pueblos indígenas el reconocimiento como 
colectividad, el derecho internacional y la Organización de las Naciones Unidas 
han otorgado a los pueblos indígenas y tribales el reconocimiento como entidades 
jurídicas. Este hecho es importante para los grupos que aún no han sido recono-
cidos dentro de sus Constituciones, puesto que les ayuda a defenderse frente a 
las leyes de sus países. Por ejemplo, en el caso de Surinam, el Estado como tal no 
sería considerado dueño de los territorios que ha despojado y para poder explotar 
los recursos naturales de las tierras de los pueblos indígenas y tribales tendría que 
consultarles y respetar su decisión (OEA, 2009, p. 72).

A partir de que en el derecho internacional se instituyó la protección de los 
pueblos indígenas —en sus diferentes instrumentos, tratados, convenios y ór-
ganos—, los Estados poco a poco han dado voz a estos grupos, que, entre otros 
asuntos, han expresado sus necesidades. Gracias a estos instrumentos, los pueblos 
indígenas y tribales ya no son vistos como objetos del derecho, sino como sujetos 
y actores de este.

Si bien la Declaración Universal de Derechos Humanos (ONU, 1948) ya reco-
nocía a todos los individuos, el nuevo derecho internacional progresista, mediante 
herramientas como la Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
(ONU, 2007), reconoce los derechos colectivos y complementa los derechos uni-
versales. Por ello, la Organización de las Naciones Unidas ha presionado a sus 
miembros para que se comprometan a cuidar a todos los ciudadanos sin distinción 
alguna y garantizarles los derechos básicos como la seguridad, la vivienda, entre 
otros, sin distinción de etnia, religión o sexo (ONU, 1948, pp. 2-5).

Pese a estos principios e instrumentos del derecho internacional, en Surinam no 
se cumple cabalmente el acceso a la propiedad. Por ejemplo, a los pueblos kaliña y 

https://doi.org/10.21696/rcsl132420231461


24
Derecho internacional y derecho constitucional surinamés, el Estado, los kaliña y los saramaka • E. Serrano C. y L. J. Jacobson L.

Revista de El Colegio de San Luis • Nueva época • año XIII, número 24 • enero a diciembre de 2023 • El Colegio de San Luis
ISSN-E: 2007-8846 • DOI: https://doi.org/10.21696/rcsl132420231461

saramaka no se les ha garantizado el derecho a la tierra como colectividad, en con-
travención de lo asentado en el artículo 17 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos respecto de que “toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y 
colectivamente” y “nadie será privado arbitrariamente de su propiedad” (ONU, 1948).

Los proyectos de desarrollo en los territorios indígenas han provocado que estos 
pueblos reclamen insistentemente sus derechos, sobre todo el derecho a consulta, 
el cual engloba derechos territoriales, sociales, culturales, políticos, entre otros. El 
primer paso para hacerlo es el reconocimiento de su personalidad jurídica como 
entes colectivos, como pueblos indígenas y/o tribales o semitribales (González, 
2014, p. 213). Estos tienen derecho a que les soliciten un consentimiento previo 
libre e informado y a la participación tanto política como social dentro de su país.

Acerca del tema de la consulta plena, libre e informada, en primer término, 
debe considerarse el “derecho a la propiedad”. Al respecto, la Corte IDH reconoce 
que “la ley puede subordinar tal uso al goce e interés social”; es decir, este derecho 
puede restringirse siempre y cuando sea por utilidad pública. Cabe agregar que 
este derecho también se encuentra protegido por la Convención Americana de 
Derechos Humanos o Pacto de San José (CADH, 1969). Sin embargo, para tal 
subordinación es necesario que las restricciones: “a) hayan sido establecidas por la 
ley; b) sean necesarias; c) proporcionales, y d) que tengan el fin de lograr un objetivo 
legítimo en una sociedad democrática” (Corte IDH, 2010, p. 3).

La Corte IDH añadió, en el mismo Caso Pueblo Saramaka vs. Surinam, que, 
si estas restricciones afectan los derechos de propiedades comunitarias, debe satis-
facerse un requisito más: “la limitación no puede implicar una denegación de las 
tradiciones y costumbres de un modo que ponga en peligro la propia subsistencia 
del grupo y sus integrantes” (Corte IDH, 2010, p. 3). De esta manera, para hacer 
efectiva una expropiación de tierras en propiedades de pueblos indígenas y para 
que tal expropiación no implique una violación de este principio, el Estado deberá 
asegurar la participación efectiva de los miembros del pueblo indígena o tribal del 
que se trate de conformidad con sus costumbres y tradiciones. Además, el Estado 
debe garantizar que los miembros de estos pueblos se beneficien de modo directo de 
los proyectos que se ejecutan en sus territorios. Por último, debe garantizar que no se 
llevará a cabo ninguna acción que tenga por objetivo dar en concesión o permiso las 
tierras de estos pueblos hasta que se cuente con estudios suficientes sobre los impactos 
sociales y ambientales de los proyectos que se pretendan ejecutar (2010, pp. 3-6).

El problema mayor es que estos derechos están reconocidos internacionalmente, 
pero no lo están en el ámbito nacional. Por ello, estos pueblos seguirán sujetos a 
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prácticas e intereses políticos y económicos de su país. En el caso de los kaliña y 
saramaka, la urgencia de ser reconocidos con personalidad jurídica por el Estado 
se debe a la necesidad de estos de acceder a tierras tituladas y no ser despojados de 
sus territorios ancestrales.

Por lo general, los pueblos indígenas no tienen el mismo acceso a la justicia que 
otros ciudadanos. En palabras de Stavenhagen:

[…] generalmente las comunidades indígenas no tienen fácil acceso al sistema judicial y en 
algunos países los indígenas no disponen en absoluto de esos recursos. Por consiguiente, 
parece ser que en el futuro deben realizarse esfuerzos por mejorar el acceso al sistema judicial 
de las comunidades indígenas, y por reformar los sistemas jurídicos allí donde se niega a los 
pueblos indígenas el acceso a un recurso legal (2007, p. 26).

Bajo esta afirmación y lo dictado por la Corte IDH en las sentencias de los pueblos 
indígenas y cimarrones contra el Estado de Surinam, la alternativa para que puedan 
acceder a tierras es, en primer lugar, reconocerlos como colectividad, reconocer su 
personalidad jurídica. Para los pueblos indígenas y tribales, el derecho a la tierra 
es fundamental porque guardan una conexión religiosa, política y social con esta. 
También ven la tierra como una posesión comunal, y no individual, lo que difiere 
con la percepción occidental. La no delimitación de territorios entre la propiedad 
indígena y la propiedad del Estado provoca no solo los desplazamientos, sino 
también la pérdida de costumbres y tradiciones, pues la inmigración de estas 
comunidades las obliga a adaptarse a un nuevo lugar que no corresponde con su 
cosmovisión, costumbres y tradiciones.

El punto más importante con respecto de la tierra no es solo que se deje vivir a 
los indígenas y cimarrones en ella, sino que se les permita tomar decisiones sobre 
el territorio, ya que esto los afecta directamente. Por ejemplo, el Examen Periódico 
Universal ha solicitado al Estado durante dos ciclos8 no únicamente que reconozca 
a los pueblos, sino también que reduzca el impacto ecológico de las mineras, pues la 
vida tradicional de estos pueblos se ve perjudicada por los daños a recursos naturales 
como el agua o la tierra por los desechos tóxicos de las mineras (ONU, 2021). En 
consecuencia, son afectadas ciertas actividades (agricultura, pesca, etcétera) que 
ayudan a satisfacer sus necesidades básicas. Ante esta situación, el Convenio 169 

	 8	 Los ciclos son los números de revisiones que se han elaborado a un país. Se hace un ciclo cada cinco años, pero 
durante el periodo entre una revisión y otra se da un seguimiento. El seguimiento es la implementación de las 
recomendaciones por parte de los Estados.
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de la Organización Internacional del Trabajo (1989), en su artículo 15, menciona 
lo siguiente:

1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus tierras 
deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el derecho de esos pueblos 
a participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos.
2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del 
subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán 
establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin 
de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes 
de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos 
existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible 
en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa por 
cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades (OIT, 1989, p. 37).

El territorio, la tierra y los recursos naturales deben entenderse como un conjunto 
cuando se habla de derecho indígena, pues estos tres elementos son fundamentales 
para la vida de estos grupos. Por eso, cuando se discurre acerca de proyectos de 
desarrollo que traerán beneficios económicos al país, es importante cuestionar 
y analizar si estos promueven, garantizan y respetan los derechos humanos, si el 
Estado se ha comprometido internacionalmente a velar por ellos. En la práctica 
debe hacer lo mismo: si estas empresas con proyectos de desarrollo afectan los 
principios y derechos universales, no pueden establecerse ni funcionar en ese lugar.

El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
menciona que:

Adoptar un concepto de desarrollo basado en la perspectiva de los derechos humanos im-
plica al menos cinco supuestos básicos. Primero, que el fin último al que deben encaminarse 
todas las acciones y políticas de desarrollo es la persona. Segundo, que los resultados de las 
políticas de desarrollo deben ser incluyentes y equitativas, de tal manera que se garantice 
que ningún grupo humano quede discriminado o excluido de los beneficios del desarrollo. 
Tercero, se debe garantizar la participación de las personas en los procesos de diseño, imple-
mentación, monitoreo y evaluación de las políticas de desarrollo. Cuarto, ninguna política 
de desarrollo podrá implicar la vulneración de los derechos de las personas. Y quinto, el 
desarrollo debe ser respetuoso y estar en armonía con el medio (ACNUDH, 2011, p. 9).
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Finalmente, hay que señalar que la Corte IDH resolvió los casos Kaliña vs. 
Surinam y Saramaka vs. Surinam basándose en la violación al derecho de reconoci-
miento de la personalidad jurídica de los agraviados. Con fundamento en el tercer 
artículo de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH, 1969), la 
Corte IDH determinó que el Estado de Surinam ha violado continuadamente este 
derecho de los pueblos referidos. Además, dicha violación ha propiciado la violación 
de otros derechos que forman parte de la misma Convención.

Ius Constitutionale Commune en América Latina

En el análisis de las dos sentencias de la Corte IDH, uno de los enfoques adoptado es 
el del Ius Constitutionale Commune en América Latina. En este se señala que América 
Latina se encamina hacia un “constitucionalismo transformador” (Von Bogdandy 
et al., 2017, p. 19). Este concepto nos proporciona una perspectiva analítica desde 
la cual afirmamos la existencia de un fenómeno jurídico que proviene de diferen-
tes leyes o normas, que vincula de modo directo la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos con los demás instrumentos jurídicos interamericanos. Estos 
son instrumentos del derecho internacional que resultan pertinentes en este enfoque.

La sola vinculación de estos instrumentos y su puesta en práctica son un ejemplo 
del Ius Constitutionale Commune. La Corte IDH es otro ejemplo sólido de la manera 
en que una institución ha mutado y se ha expandido para asegurar el respeto de los 
derechos humanos en América. La Corte conforma una red que interconecta a tri-
bunales nacionales de todo el continente y deja abierta una función normativa para 
todos los países que integran el sistema y cumplen sus sentencias. De este modo, esta 
ampara el auspicio del constitucionalismo transformador en América Latina, que 
fue incorporado o renovado con los proyectos constitucionales que surgieron con 
posterioridad al periodo de los regímenes autoritarios (Flores-Pantoja, 2017, p. 14).

El objetivo del Ius Constitutionale Commune en América Latina es que “en 
todas las regiones de esta, se vuelvan efectivas […] las promesas centrales de las 
Constituciones nacionales, y que los diferentes países del subcontinente se integren en 
una estructura de apoyo mutuo” (Von Bodfandy et al., 2017, p. 19). La agenda de este 
enfoque comprende dos elementos: “enfrentar las profundas deficiencias que existen 
en muchos países de la región” y dilucidar la relación de estas con las condiciones de 
vida inaceptables que afectan a amplios sectores de la población. “En concreto, existe 
una preocupación especial por los denominados grupos vulnerables” (2017, p. 19).
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En los casos que nos ocupan, la perspectiva del Ius Constitutionale Commune 
ayuda a comprender las deficiencias que hay en las normativas del Estado de 
Surinam, ya que, al no reconocer la personalidad jurídica de los pueblos indígenas y 
cimarrones, estos quedan en estado de indefensión, lo que viola este primer derecho 
y otros. Algunos autores han definido el Ius Constitutionale Commune como un 
proyecto jurídico y cultural, pero plural, sobre todo, en el que puedan tener lugar 
continuas transformaciones a las Constituciones de los países de América Latina 
a fin de proporcionar seguridad jurídica a todas las personas en cumplimiento 
del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y del derecho internacional.

El Fondo de las Decisiones Pertinentes de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos

En este apartado se describen las violaciones a los derechos territoriales indígenas. 
Acto seguido, se hace una valoración de las medidas de reparación ordenadas por la 
Corte IDH. En las sentencias de esta Corte relativas a los derechos territoriales de 
los pueblos y comunidades indígenas y cimarronas en los casos de los saramaka y 
kaliña, las cuestiones acerca de los derechos sobre la tierra se dividen en tres líneas 
principales: 1) desplazamiento de las comunidades de sus tierras tradicionales; 2) 
personalidad jurídica colectiva en el ordenamiento jurídico interno, e 3) industrias 
extractivistas y otros proyectos de desarrollo económico.

Desplazamiento forzado
La guerra causó el desplazamiento forzado de los pueblos indígenas kaliña y lokono 
en la década de 1990. A su regreso, después del conflicto en 1992, las comunidades 
encontraron que el Estado había otorgado títulos de propiedad sobre sus tierras tra-
dicionales a personas no indígenas (Corte IDH, 2007, párr. 62). Estas comunidades 
perdieron el acceso a sus tierras tradicionales. La Corte señaló que el desplazamiento 
amenazaba la supervivencia de estas comunidades debido a su conexión cultural, 
espiritual y material con la tierra (CADH, 1969, art. 21; Corte IDH, 2007, párr. 
130). El Tribunal indicó que se había violado el derecho colectivo a la propiedad 
de las comunidades establecido en la Convención (Corte IDH, 2015, párr. 329).
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El Derecho a la personalidad jurídica de las comunidades
La razón por la que el pueblo kaliña está desplazado es la imposibilidad de establecer 
la propiedad formal de sus tierras tradicionales. Hay que señalar que, por su parte, 
los saramaka afrontaron un problema similar cuando el Estado otorgó concesiones 
a empresas extranjeras madereras y mineras para la extracción de recursos en el 
territorio de sus pueblos y alrededores (Corte IDH, 2007, párr. 12). Estas empresas 
restringieron el acceso de los saramaka a su territorio tradicional. Las comunidades 
saramaka no están protegidas por la legislación nacional de Surinam, ya que esta 
no contempla el concepto de derechos colectivos a la tierra (MacKay, 2002, p. 40).

En cambio, el Estado concede a los pueblos indígenas y a las comunidades tri-
bales “el privilegio o el permiso para utilizar y ocupar las tierras a discreción del 
Estado” (Decreto sobre los Principios de Política de las Tierras [Decreet Beginselen 
Grondbeleid], 1982, art. 4). El Estado de Surinam está autorizado para retirar este 
privilegio siempre que considere que el interés general así lo exige. Por lo tanto, en la 
práctica, los pueblos indígenas y las comunidades tribales pueden perder fácilmente el 
acceso a sus tierras y el control de estas. La Corte IDH ya había reconocido esta cuestión 
en otra sentencia, en el Caso Comunidad Moiwana vs. Surinam (Corte IDH, 2005).9

La sentencia de la Corte es importante porque afianza su jurisprudencia reco-
nociendo a las comunidades afrodescendientes la condición de pueblos tribales y 
reconociéndoles ciertos derechos. La Corte afirmó que “los miembros del pueblo 
saramaka conforman una comunidad tribal cuyas características sociales, culturales 
y económicas son diferentes” a las del resto de la comunidad, “particularmente 
gracias a la relación especial existente con sus territorios ancestrales”, y que se 
autorregulan “a través de sus propias normas, costumbres y tradiciones” (Corte 
IDH, 2010, párr. 85). En los casos Kaliña vs. Suriman y Saramaka vs. Surinam, esta 
protección fue ineficaz porque ambos carecían de personalidad jurídica colectiva 
en el derecho interno (Corte IDH, 2007, párr. 105; Corte IDH, 2010, párr. 112).

Además de las violaciones a los derechos de propiedad colectiva (con fundamento 
en el artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), la Corte 
IDH falló que el Estado de Surinam había violado los derechos a la personalidad 
jurídica y a la protección judicial de los pueblos indígenas y las comunidades 
tribales, establecidos en los artículos 3 y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. Por cierto, al no reconocer la personalidad jurídica colectiva, 
el ordenamiento jurídico interno surinamés le negó el acceso a la tutela efectiva.

	 9	 En dicha sentencia, la Corte reconoció que “solo la posesión de la tierra debería bastar para obtener el reconoci-
miento oficial de su propiedad comunal” (Corte IDH, 2005, párr. 131).
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Extracción de recursos y otros proyectos de desarrollo económico
La vulnerabilidad de las comunidades indígenas y tribales se hace evidente en el 
contexto de la extralimitación de recursos. En el caso del pueblo saramaka, las 
comunidades tribales no fueron informadas ni consultadas acerca de las concesio-
nes hasta que las empresas comenzaron las operaciones de tala (Corte IDH, 2007, 
párr. 199). Los proyectos causaron una grave contaminación del agua y dañaron 
la biodiversidad en la región (Corte IDH, 2007, párr. 135). Al igual que en el caso 
del pueblo saramaka, el Estado de Surinam autorizó la creación de tres reservas 
naturales en las tierras tradicionales de las comunidades kaliña y lokono (Corte 
IDH, 2015, párr. 243). El Estado también otorgó concesiones madereras y mineras 
a terceros sin consultar a las comunidades (Corte IDH, 2015, párr. 151).

En el caso del pueblo saramaka, la Corte IDH consagró el derecho de las comu-
nidades indígenas y tribales al consentimiento libre, previo e informado en relación 
con proyectos de desarrollo o intervención en su territorio (Corte IDH, 2007, párr. 
133). Esto significa que “el Estado debe asegurar la participación efectiva de los 
miembros de las comunidades, de conformidad con sus costumbres y tradiciones, 
en cualquier plan de desarrollo, inversión, exploración o extracción dentro de su 
territorio” (Corte IDH, 2007, párr. 129). Lo anterior podría mejorar los problemas 
de las comunidades indígenas que son principalmente imputables a su exclusión 
del proceso de toma de decisiones. El dictamen fue muy influyente.

Órdenes de reparación
En lo general, la Corte IDH falló a favor de los saramaka concluyendo que Surinam 
había violado los derechos de este pueblo. Se le ordenó al Estado surinamés estable-
cer un marco legal y regulatorio que permita reconocer el derecho de los pueblos 
tribales a la propiedad colectiva de las tierras designadas, territorios y recursos na-
turales. En el caso de los pueblos kaliña y lokono del Distrito de Marowijne (Corte 
IDH, 2015), el dictamen fue similar al del caso de los saramaka (Corte IDH, 2007). 
Ante estas violaciones, con el fin de garantizar la no repetición de la violación de los 
derechos de los miembros de este pueblo y asegurar el reconocimiento de un marco 
legal y regulatorio que garantice el derecho de los pueblos tribales a la propiedad 
colectiva de las tierras designadas, territorios y recursos naturales, la Corte ordenó 
a Surinam la adopción de varias órdenes de reparación y no repetición.

En los siguientes párrafos y en los cuadros 1 y 2 se examina en qué medida el 
gobierno de Surinam ha aplicado las órdenes de reparación mandatadas por la 
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Corte IDH en los casos de los pueblos saramaka y kaliña. Respecto de los saramaka, 
como se puede observar, el Estado de Surinam los ha indemnizado y se han hecho 
los pagos que dicha Corte solicitó; también se transmitieron en estaciones de radio 
locales los puntos resolutivos de la sentencia; pero aún no se reconocen los dere-
chos de la comunidad a la tierra y al consentimiento libre, previo e informado. El 
gobierno de Surinam no ha establecido un marco legislativo que garantice que las 
comunidades compartan los beneficios financieros de los proyectos de desarrollo 
y de inversión pertinentes, omitiendo la realización de las evaluaciones de impacto 
social y ambiental de las concesiones madereras y mineras, y todo lo que deviene de 
aquella acción, como el derecho a consulta, toma de decisiones sobre el territorio, 
entre otros, que es el aspecto cuya resolución es más urgente para estos grupos sin 
derecho a la tierra y sin garantías de sus derechos universales. Así, es probable que 
se les siga desplazando y vulnerando.

Cuadro 1. Caso Pueblo Saramaka vs. Surinam.  
Órdenes de reparación cumplidas y pendientes
Cumplidas Pendientes

Párr. 196 (a). “Traducir al holandés y publicar el Capítulo 
VII de la sentencia, […] los puntos resolutivos del punto 
uno al quince en el Boletín Oficial del Estado y en el otro 
diario de circulación masiva”. 

Párr. 101. “El Estado debe consultar al pueblo Saramaka”.

Párr. 196 (b). “Financiar dos transmisiones radiales en 
lengua saramaka de los contenidos de los párrafos 2, 4, 
5, 17, 77, 80, 86, 88, 90, 91, 115, 116, 121, 121, 127-129, 146, 
150, 154, 156, 172 y 178 y de los puntos resolutivos número 
uno al quince de la presente sentencia, en una estación 
de radio”. 

Párr. 115. “Se les debe otorgar título de propiedad”.

Párr. 197. “Cumplir lo estipulado en el párrafo 196 en un 
plazo menor de un año”.

Párr. 129-137. “Los saramakas deben participar en la toma 
de decisiones de territorio, los saramakas deben verse be-
neficiados de la extracción de minerales en su territorio, 
las mineras no deben contaminar el territorio saramaka; 
derecho a la libre determinación de su territorio, consulta 
y consentimiento antes de otorgar territorio”.

Párr. 206. “Pago de US$15 000 a Forest People Programe 
(abogados que representaron a los Saramaka)”.

Párr. 143. “Si el Estado restringe los derechos a la pro-
piedad comunal, debe consultar con los saramaka sobre 
la concesión de territorio, compartir los beneficios y 
realizar las evaluaciones de impacto ambiental y social”.

Párr. 207. “Pago de US$75 000 a la Asociación de Autori-
dades Saramakas”.

Párr. 147. “No se han realizado consultas para otorgar 
territorio”. 
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Cuadro 1. Caso Pueblo Saramaka vs. Surinam.  
Órdenes de reparación cumplidas y pendientes
Cumplidas Pendientes

Párr. 209. “Los pagos deben realizarse en un plazo de seis 
meses”.

Párr. 155. “Si las mineras, aunque no estén dentro del 
territorio cimarrón, lograran afectar a la comunidad, 
aunque sea de manera indirecta, se les debe consultar a 
los saramaka sobre la permanencia de la minera”. 

Párr. 211. “Los pagos establecidos en la sentencia no 
pueden ser reducidos, afectados o condicionados”.

Párr. 157. “El Estado debe evaluar la restricción al derecho 
de propiedad privada para preservar la subsistencia del 
pueblo saramaka”.

Párr. 199. “Indemnización por daños materiales de 
US$75 000”.

Párr. 158. “Los saramakas tienen derecho a usar y gozar 
de todos los recursos naturales dentro de su territorio y 
que sean parte de su vida tradicional. El Estado puede 
restringir este derecho solo si va a hacer una exploración 
y explotación de los minerales que se encuentren en ese 
territorio y solo si garantiza no afectaciones al territorio, 
vida, etc., del pueblo saramaka”. 

Párr. 201. “Pago de un fondo de desarrollo comunitario 
por US$60 000”.

 Párr. 194. “(a) Delimitar, demarcar y otorgar títulos a 
los saramakas, así como las concesiones ya otorgadas en 
el actual territorio saramaka. El Estado debe revisar si 
estas no afectan la vida tradicional saramaka; de ser así, 
modificar los derechos de los concesionarios.
(b) Reconocimiento legal de la capacidad jurídica colec-
tiva a los miembros Saramaka”.

Párr. 202. “Creación de un comité de implementación 
de proyectos, compuesto por un primer miembro 
designado por el Estado, el segundo por los saramakas 
y el último será elegido en conjunto; se debe crear en un 
periodo de seis meses”.

Párr. 174. “Establecer las condiciones judiciales y admi-
nistrativas que reconozcan la personalidad jurídica de los 
saramakas como colectividad”.

Párr. 208. “El Fondo de desarrollo deberá recibir 
US$225 000 en el plazo de un año”.

Párr. 97. “Efectivizar el reconocimiento de los derechos a 
la tierra del pueblo saramaka como legislación interna”. 

Párr. 201. “El pago debe efectuarse en dólares estadou-
nidense o en la cantidad equivalente en moneda de 
Surinam, utilizando para el cálculo el tipo de cambio 
vigente en la bolsa de Nueva York”. 

Párr. 129. “Participación efectiva de los saramaka en la 
toma de decisiones”.

Fuente: elaboración propia con base en Corte IDH (2018) y Jacobson (2022, p. 83).

(continuación)
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Cuadro 2. Caso Pueblo Kaliña vs. Surinam.  
Órdenes de reparación cumplidas y pendientes
Cumplidas Pendientes

Párr. 279 (ia). Reconocimiento legal de su personalidad 
jurídica colectiva con el fin de garantizar su derecho a la 
propiedad y el acceso a la justicia.
(ib). Delimitar, demarcar y otorgar título de propiedad 
colectivo al pueblo kaliña.

Párr. 284-285. “El Estado cuenta con un lapso de tres años 
para entregar títulos de propiedad a los kaliña garanti-
zando el uso y goce de su territorio. Tiene […] tres meses 
a partir de la sentencia para poner en marcha los mecanis-
mos necesarios para velar por lo antes dispuesto”.

Párr. 280. “Si las tierras se encuentran en manos de 
terceros, el Estado debe decidir si se valida la compra o se 
expropia. Se debe recordar que el uso de la tierra es para 
preservar la cultura y supervivencia de los kaliña. Si el 
Estado determina el derecho de la tierra a terceros, este 
también le debe otorgar a los kaliña tierras”. 

Párr. 286. “Se debe garantizar el uso, participación y 
acceso a las reservas de Galibi y Wane Kreek”.

Párr. 287. “Adoptar las medidas para que no se lleven a 
cabo actividades como la minería que pueden afectar su 
territorio tradicional, en particular en la reserva de Wane 
Kreek”.

Párr. 290. “Rehabilitación de la zona afectada por la mi-
nería, en la cual debe participar un representante kaliña. 
Esto se debe hacer en un lapso de tres años”.

Párr. 295. “Creación de un fondo de desarrollo comuni-
tario destinado a proyectos de salud, vivienda, educación, 
etc. Este contará con un fondo de US$1 000 000. El 
pago se debe efectuar en un lapso no mayor de tres años 
después de dictada la sentencia”. 

Párr. 305. El Estado debe reconocer a los kaliña como 
personalidad jurídica colectiva; debe delimitar, demarcar 
y titular los territorios kaliña; debe garantizar el acceso 
a la justicia de manera colectiva a los pueblos indígenas 
y tribales […]. El Estado debe garantizar el ejercicio de 
consulta ante cualquier proyecto de inversión en sus 
tierras, reserva”.

Párr. 309. “Implementar los programas o cursos perma-
nentes relacionados con los derechos humanos indígenas 
y tribales”. 
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Cuadro 2. Caso Pueblo Kaliña vs. Surinam.  
Órdenes de reparación cumplidas y pendientes
Cumplidas Pendientes

Párr. 312-313. Traducir al holandés y a lenguas suriname-
sas la sentencia y publicarla en el Diario Oficial.
“El Estado debe avisar a los representantes indígenas la 
hora y la fecha de su publicación”.

Párr. 323. “Pago de US$15 000 por parte del Estado a las 
organizaciones KLIM y VIDS, US$10 000 a la organiza-
ción Forest Peopples Programme, US$18 141.65 a los 
representantes. Estas sumas deben ser pagadas en un 
periodo de seis meses después de la citada sentencia”.

Fuente: elaboración propia con base en Corte IDH (2015) y Jacobson (2022, p. 86).

Como puede verse en el cuadro 2, en el caso del pueblo kaliña, el gobierno de 
Surinam solo ha implementado una de las recomendaciones de la Corte IDH: la 
traducción de la sentencia al neerlandés y al sranantongo y su publicación en perió-
dicos nacionales. “Sigue pendiente el reconocimiento como entidades jurídicas, la 
delimitación, demarcación y el título de propiedad. Tampoco se les permite ingresar 
a las reservas de Galibi y Wane Kree ni participar en las decisiones sobre este terri-
torio” (Jacobson, 2022, p. 87). Acerca de los proyectos de desarrollo y/o inversión 
en su territorio, “no se han rehabilitado las zonas afectadas por la minería ni se ha 
consultado a los kaliña” (2022, p. 87). No han recibido las indemnizaciones ni las 
reparaciones monetarias ordenadas por la Corte IDH; no se ha creado el fondo de 
desarrollo, en el que se incluyan programas que aborden los derechos humanos y 
los derechos indígenas. “Tampoco se ha difundido la resolución y la sentencia de 
la Corte en el Diario Oficial ni en las radios locales” (2022, p. 87).

Los recursos ordenados por la Corte IDH son muy variados. El Estado no ha 
cumplido la mayoría de las determinaciones de esta Corte en los casos de los pueblos 
saramaka y kaliña contra Surinam. Como se representa en la gráfica 1, los kaliña 
no han recibido ninguna reparación del daño.

Tal incumplimiento del Estado en el caso de los kaliña tiene que ver con la re-
lación entre aquel y los grupos indígenas. A los cimarrones les ha cumplido ciertos 
puntos porque el gobierno ha tenido un trato más estrecho con ellos desde que eran 
colonia, pues se le permitía ser parte de la elección del Hombre Gann a cambio de 
favores o regalos del gobierno. Esta tradición se conserva hasta la fecha. Además, 
en la cúpula surinamesa del poder político hay cimarrones como el vicepresidente 

(continuación)
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Ronnie Brunswijk. En la actualidad, los indígenas se han abierto más camino en 
Surinam, pero no podrán avanzar si no se les reconoce como colectividad.

El Estado de Surinam está trabajando en las posibilidades de reconocimiento 
de los derechos colectivos de los pueblos indígenas y tribales en el sistema legal. Sin 
embargo, desde 2018, después del histórico Caso Saramaka vs. Surinam, el Estado 
no ha adoptado medidas para garantizar los derechos de las comunidades indígenas 
y tribales de manera consistente con la jurisprudencia de la Corte.

La Asamblea Nacional aprobó en 2019 una ley cuyo objetivo es proteger a las 
comunidades indígenas de ser objeto de desalojo de sus tierras tradicionales. Esta 
ley no prevé la delimitación, demarcación y titulación colectiva adecuadas, ni 
dota a las comunidades indígenas de personalidad jurídica, sino solo impide que 
el gobierno otorgue títulos legales a particulares no indígenas en un radio de cinco 
kilómetros del territorio indígena. Esta disposición no protege dicho territorio, 
que a menudo se extiende más allá de estos cinco kilómetros. Esta ley no cumple 
con los estándares de la Corte IDH.

Consideraciones finales

El derecho internacional y el Sistema de la Organización de las Naciones Unidas 
han reconocido la personalidad jurídica de los pueblos indígenas y tribales. Este 

Gráfica 1. Cumplimiento de los puntos resolutivos  
de las sentencias de la Corte idh en Surinam

Fuente: Jacobson (2022, p. 87). 
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reconocimiento es importante para los grupos que aún no han sido reconocidos 
como colectividades por sus Constituciones; tal es el caso de los pueblos kaliña 
y saramaka. El Estado de Suriram cuenta con un sistema democrático liberal, en 
virtud del cual no se reconocen a sus pueblos indígenas y tribales. Esta falta de 
reconocimiento se debe también a factores económicos en razón de los cuales se 
hacen tratos con empresas que ofrecen proyectos de desarrollo que perjudican a 
los pueblos indígenas y cimarrones, que se han visto obligados a desplazarse de 
sus territorios ancestrales. Además, no se les consulta sobre el uso de los recursos 
naturales o el arrendamiento de las tierras de estos a mineras extranjeras, con lo 
que se vulneran sus derechos humanos y sus derechos comunales.

Aunque Surinam no haya ratificado los Convenios 107 y 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo y no acepte la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, no está exento del cumplimiento de 
sus responsabilidades como miembro de la misma Organización de las Naciones 
Unidas. Surinam debe tener presente que forma parte del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos y, por consecuencia, está obligado a cumplir las sentencias 
emitidas por la Corte IDH. Por lo tanto, debe respetar a sus comunidades indígenas 
y tribales, es decir, aceptar los derechos que estas tienen como colectividad, entre 
ellos, uno de los más importantes para dichas comunidades, y que lo ha llevado ante 
esta Corte: el derecho al acceso de tierras de propiedad comunal. También debe 
apoyarlas y ayudarlas a su desarrollo e incluirlas en la toma de decisiones políticas 
y económicas, sobre todo si se trata de los territorios que ellas habitan.

Con este trabajo intentamos visibilizar que en Surinam no se están garantizando 
los derechos de los pueblos indígenas y tribales. Pese a que en la esfera internacional 
tienen el apoyo de varias organizaciones, en el ámbito nacional no cuentan con 
ninguno. Los litigios aquí abordados son una experiencia positiva para los pueblos 
kaliña y saramaka, con resultados favorecedores para ellos en la parte internacional, 
pues se les ha ratificado su derecho a la tierra y a las tierras tituladas obligando al 
Estado a indemnizarlos y entregarles su territorio de manera legal, con lo cual se 
protege parte de sus derechos fundamentales y se refuerza, a la vez, la Convención 
169 de la Organización Internacional del Trabajo y la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.

La falta de apoyo a estos grupos en la esfera local tiene que ver con la manera 
en que está sustentada y escrita la Constitución de Surinam, pues en ella hay una 
deficiencia normativa que impide que todos los grupos sociales gocen de derechos 
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como los de vivienda, salud y educación. Ante esta deficiencia, el Ius Constitutionale 
Commune sirve como herramienta para gestionar estas deficiencias y superarlas.

Para terminar, afirmamos que el enfoque del Ius Constitutionale Commune en 
América Latina lograría que Surinam transforme su realidad política por medio 
de la concertación en democracia, respeto y garantía del Estado de derecho y de los 
derechos humanos, con lo cual se garantizarían los derechos supranacionales. De 
este modo, en Surinam habría una relación estrecha entre el derecho constitucional 
y el derecho internacional.
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